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Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

 
Atentamente,  
 

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos  

Sede Judicial  CAN 
CAMS

De: MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ <maria.bernateg@correo.policia.gov.co>
Enviado: martes, 12 de sep�embre de 2023 11:03
Para: Correspondencia Sede Judicial - CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: davidpachon.13@gmail.com <davidpachon.13@gmail.com>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA RADICADO 11001334306120230011400 LUIS FERNANDO BARBOSA, JUZGADO
61 ADMINSITRATIVO ORAL DE BOGOTA
 
Honorable Juez 
JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN TERCERA 
E.        S.        D. 
 

Proceso 11001334306120230011400 
Demandante LUIS FERNANDO BARBOSA Y OTROS 
Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fetbcsj-my.sharepoint.com%2F%3Af%3A%2Fg%2Fpersonal%2Fjadmin61bt_cendoj_ramajudicial_gov_co%2FEg2KIIbXiTtMq2pymIvLXgkBLuRYGWGoMiMaoxrzPpQNJQ%3Fe%3D1K1MKK&data=05%7C01%7Cjadmin61bta%40notificacionesrj.gov.co%7Cd31b40cd6ad94e1b215508dbb3b42dd9%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C638301358693007007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=Xiy2X3Ae%2BkhJQzK33nmv8roCgjbSskMyDN4DsLqJWFw%3D&reserved=0


Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 
 
MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, mayor de edad, residente de esta ciudad, identificada
con la cédula de ciudadanía número 1.075.2133.373 de Neiva y portadora de la tarjeta profesional
número 192.912 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderada judicial de
LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, según el poder que se adjunta y
para lo cual ruego reconocerme personería, me permito presentar, la CONTESTACION DE LA
DEMANDA.

MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ
APODERADA POLICIA NACIONAL
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL  

 
 
 
Honorable Juez 
JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN TERCERA 
E. S. D. 
 

Proceso 11001334306120230011400 

Demandante LUIS FERNANDO BARBOSA Y OTROS 

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, mayor de edad, residente de esta ciudad, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 1.075.2133.373 de Neiva y portadora de la tarjeta 
profesional número 192.912 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de 
apoderada judicial de LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, según el 
poder que se adjunta y para lo cual ruego reconocerme personería, me permito presentar, la 
CONTESTACION DE LA DEMANDA, en los siguientes términos: 
 
 

I. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 
A. PRETENSIONES DECLARATIVAS:  
 
PRIMERA PRINCIPAL: Se declare que la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - LA POLICIA 
NACIONAL es propietaria del vehículo tipo tanqueta de placas 1711226. 
 
SEGUNDA PRINCIPAL: Se DECLARE que la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - A LA 
POLICIA NACIONAL es responsable por la guarda, custodia, y administración del vehículo tipo 
tanqueta de placas 1711226 y por ende es responsable de los riesgos y daños que con él se 
ocasionen.  
 
TERCERA PRINCIPAL: Se DECLARE administrativamente responsable a la NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA - A LA POLICIA NACIONAL por la muerte del Sr. DYLAN FABRIANY 
BARSBOSA LEÓN (Q.E.P.D.). 
 
PRIMERA CONSECUENCIAL DE LA TERCERA PRINCIPAL: Se DECLARE administrativamente 
responsable a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - A LA POLICIA NACIONAL, por los 
perjuicios materiales y morales causados a los demandantes, en su calidad de Padres y Hermanos, 
por la muerte del Sr. DYLAN BARBOSA (Q.E.P.D). 
 
CUARTA PRINCIPAL: Que se declare que la muerte del SR. DYLAN BARBOSA (Q.E.P.D), y los 
perjuicios causados a los demandantes derivados de ésta, eran un riesgo amparado por la POLIZA 
de VEHÍCULOS RCE No. 3000340 emitida por LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, 
amparando el vehículo de placas 1711226 de propiedad de la POLICIA NACIONAL – POLICIA 
METROPOLITANA DE BOGOTÁ (MEBOG).  
 
QUINTA PRINCIPAL: Se DECLARE que de conformidad con lo reglado en el artículo 1080 del 
C.Cio. la compañía de Seguros incumplió el plazo legal que tenía para el de la indemnización de 
perjuicios como consecuencia del reconocimiento de los amparos de la póliza de automóviles 
colectiva que cubría el vehículo tipo tanqueta de placas 1711226 de propiedad de la POLICIA 
NACIONAL – POLICIA METROPOLITANA DE BOGOTÁ (MEBOG). 
 
B. PRETENSIONES DE CONDENA: 
 
PRIMERA PRINCIPAL: se CONDENE la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 
NACIONAL a PAGAR los perjuicios causados a los demandantes por la muerte del Sr. DYLAN 
FABRIANY BARSBOSA LEÓN (Q.E.P.D.) 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/jadmin61bt_cendoj_ramajudicial_gov_co/Eg2KIIbXiTtMq2pymIvLXgkBLuRYGWGoMiMaoxrzPpQNJQ?e=1K1MKK
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PRIMERA CONSECUENCIAL DE LA PRIMERA PRINCIPAL: En consecuencia, se CONDENE a 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL al pago de los siguientes rubros, 
debidamente indexados a la fecha de sentencia: 
  
DAÑOS PATRIMONIALES:  
 
LUCRO CESANTE CONSOLIDADO (Marzo – 2023): $ 23.883.913 
LUCRO CESANTE FUTURO: $ 195.709.708,74 
Total, daños patrimoniales: $ 219.593.621,49 
 
DAÑOS MORALES:  
 
LUIS FERNANDO BARBOSA (Padre): 100 SMLMV 
 
MARIA EUGENIA LEÓN JIMENEZ (Madre): 100 SMLMV 
 
DARREN FERNANDO BARBOSA LEÓN (Hermano) 50 SMLMV 
 
LUIS MIGUEL BARBOSA ANDRADE (Hermano) 50 SMLMV 
 
DENNIS FARYD BARBOSA LEÓN (Hermano) 50 SMLMV 
 
LUISA FERNANDA BARBOSA ANDRADE (Hermana) 50 SMLMV 
 
Total Daños Morales: 400 SMLMV  
 
SEGUNDA PRINCIPAL: Se ORDENE la afectación de la póliza Colectiva de Seguros de 
Automóviles que amparaba el vehículo de placas 1711226 hasta por el máximo de sus coberturas y 
en consecuencia se condene a LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS a pagar a los 
demandantes la indemnización de perjuicios tasados en la pretensión PRIMERA CONSECUENCIAL 
DE LA PRIMERA PRINCIPAL DE CONDENA, o la suma que su despacho encuentre debidamente 
probada e indexada a fecha de sentencia.  
 
TERCERA PRINCIPAL: Se CONDENE a LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS al pago 
de los intereses moratorios de que habla el art. 1080 del C.cio. cuantificados hasta cuando 
efectivamente se verifique el pago de la indemnización a los demandantes.  
 
 

I.II. OPOSICION A LAS PRETENSIONES 
 
Lo primero en advertir, corresponde a que la entidad pública a la cual defiendo, SE OPONE a la 
totalidad de las declaraciones y condenas formuladas por la parte demandante en contra de mi 
defendida, ya sean estas declarativas, de interpretación, consecuenciales y/o de condena, 
basándome para ello en las razones de hecho y de derecho que expresare a lo largo del presente 
escrito de contestación, así:    
 

 Aplicación del principio de legalidad: 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 establece lo siguiente: 
 

(…) 
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
Unitaria, descentralizada..., fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 
en la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
(Subrayado fuera del texto). 
 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución...Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos 
y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. (Subrayado fuera del texto). 
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Artículo 218 determina el fin primordial de la Policía Nacional, cual es “…el mantenimiento 
de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para 
asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz…” 

 
Esclarecido lo anterior, se procede a sustentar la oposición a cada una de las declaraciones y 
condenas formuladas en el escrito de demanda: 
 
Ahora bien, como ya se indicó, ME OPONGO, toda vez que dentro del acervo probatorio, no se logró 
demostrar una falla del servicio por algún institucional, por lo cual no habría lugar a emitir una 
condena en contra de mi representada, ni a que se declare responsables de algún daño patrimonial 
por los daños antijurídicos en relación a lo dispuesto en el  Artículo 90, Carta Política, si bien es 
cierto ocurrió un lamentable accidente de tránsito el día 07 de mayo de 2021, en donde 
lamentablemente perdió la vida el señor DYLAN FABRIANY BARSBOSA LEÓN, también lo es que 
no fue por una falla del servicio, o por la acción, omisión o extralimitación de algún deber legal o 
constitucional de algún miembro de la entidad demandada. 
 
En el presente caso, se logra evidenciar que una vez analizada la presente demanda, no es posible 
tener certeza respecto de la imputación que le pretenden endilgar  los demandantes a la institución, 
en atención a que las narraciones realizadas los mismos, son del orden PERSONAL Y SUBJETIVO, 
además, sin soporte probatorio a través del cual se pueda corroborar o demostrar tales hechos, sin 
dejar de lado, que nuestro ordenamiento superior exige la afirmación del principio de imputabilidad, 
para que surja la responsabilidad patrimonial del Estado, según el cual, la indemnización del daño 
antijurídico cabe endilgarla al Estado cuando haya el sustento fáctico, la atribución jurídica y el 
sustento probatorio que así lo demuestre, circunstancias que en el presente no son posibles de 
conocer de manera certera.  
 
  

II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
En Relación con las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos, los 
mismos deberán probarse para cumplir las exigencias procedimentales del artículo 177 de Código 
de Procedimiento Civil concordante con el 167 del Código General del Proceso, así coma la falla del 
servicio endilgada a la entidad y los perjuicios que se demandan. 
 
A continuación, me permito contestar cada uno de los hechos, así: 
 
PRIMERO: Es cierto, de conformidad con la información que reposa en el expediente. 
 
SEGUNDO al QUINTO: sobre los hechos acaecidos el pasado 07 de mayo de 2021, en los cuales 
el señor pierde la vida el señor DYLAN FABRIANY BARSBOSA LEÓN (Q.E.P.D),momentos cuando 
se dirigía a su casa ubicada en el barrio Villa Claudia y en la avenida primera de mayo (tranversal 
78H) con calle 42 A sur, es presuntamente envestido por un vehículo tipo Tanqueta, conducido por 
el patrullero DIEGO ALEJANDRO ESPINOSA ROMERO, patrullero de la Policía Nacional, tanqueta 
que se encontraba asegurada con la Póliza expedida por la PREVISORSA S.A., hoy también en 
calidad de demandada; ME ATENGO a lo que se demuestre en el proceso, toda vez que las mismas 
se tratan de narraciones realizadas por el demandante y otros, de orden PERSONAL Y SUBJETIVO, 
por cuanto si bien el presente caso es analizado bajo la luz del régimen de la  responsabilidad 
objetiva, teniendo en cuenta la actividad peligrosa realizada por la administración, esto es, la 
conducción del vehículo, se tiene que reposan diversas dudas sobre las circunstancias de modo en 
que ocurrieron los hechos, y más sobre la participación que tuvo la institución en particular, toda vez 
que de acuerdo con lo señalado en el Informe de Transito INFORME POLICIAL DE ACCIDENTES 
DE TRANSITO No. A-001298648, se consignó la hipótesis del accidente, la siguiente: 
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HIPOTESIS DEL ACCIDENTE: 
 
VEHICULO 11: 
 

157. (VH1) PIERDE CONTROL DEL VEHICULO POR HECHOS MATERIA DE 
INVESTIGACIÓN 

 
Lo anterior, permite concluir el actuar del señor DYLAN FABRIANY BARSBOSA LEÓN (Q.E.P.D), 
en el momento de los hechos, siendo de esta manera claro que por los mismos no se puede extraer 
o evidenciar con certeza que se configure un nexo causal con mi representada POLICIA NACIONAL. 
 
SEXTO: En cuanto a PERJUICIOS MORALES sufridos por los familiares del señor DYLAN 
BARBOSA (Q.E.P.D), ha sido clara en el sentido de indicar que el reconocimiento y tasación de los 
perjuicios materiales y morales, se desprende de la condición personal de damnificado con el daño 
sufrido por las víctimas, y que el parentesco resulta ser tan solo un elemento probatorio que indica 
la existencia de una relación familiar consolidada, “así las cosas, la valoración probatoria que debe 
hacer el juez para acceder al reconocimiento de los perjuicios morales no puede entenderse en 
forma alguna como una simple verificación de la relación de parentesco de los demandantes, sino 
que es deber del fallador hacer un acopio de todos los elementos probatorios obrantes de manera 
que verifique la existencia de criterios o referentes objetivos para su cuantificación tales como: “las 
características mismas del daño, su gravedad y extensión, el grado de afectación en el caso de cada 
persona, vale decir, el conjunto de elementos o circunstancias de hecho que enmarcan la situación 
del demandante afectado, para por vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, llegar a 
concretar un monto indemnizatorio determinado”2. 
 
No se puede desconocer entonces el precedente jurisprudencial del Honorable Consejo de Estado 
frente a la tasación de los perjuicios morales, sin hacer referencia de los postulados argumentativos 
y jurídicos por lo cual se aparta de los lineamientos establecidos por el Alto Tribunal, quien el pasado 
28 de agosto de 2014, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado, fijó los topes indemnizatorios en materia de perjuicios inmateriales, daños morales, daño 
a la salud y afectación relevante a bienes o derechos constitucional y convencionalmente protegidos. 
 
SEPTIMO: No me consta, no obran las documentales que demuestren lo aquí manifestado. 
 
OCTAVO: No es un hecho objeto de la presente litis, me atengo a lo que se demuestre. 
 
NOVENO: Son apreciaciones subjetivas elevadas por la parte actora a través de su apoderado. 
 
 
 

I. RAZONES DE DEFENSA 
 
Como se ha venido relatando a lo largo de la presente contestación, dentro de las pruebas allegadas 
a la demanda, no es posible establecer la existencia de responsabilidad de la Policía Nacional en la 
ocurrencia del accidente, más aún si se tiene en cuenta que el informe de accidente de tránsito No 
A-001298648, donde se asignó como hipótesis vehículo No. 1, conducido por el señor DYLAN 

 
1 Vehículo No. 1. Motocicleta de placas JQA 35E de propiedad del señor DYLAN FABRIANY BARBOSA LEON (Q.E.P.D). 
2 Sentencia del 12-06-2013, Exp. 29997, Rad. No. 52001233100020010028401, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón, Actor Marcelino Riasco 
Villa y Otros. 
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FABRIANY BARBOSA, la hipótesis No. 157. (VH1) PIERDE CONTROL DEL VEHICULO POR 
HECHOS MATERIA DE INVESTIGACIÓN, configurando un HECHO EXCLUSIVO DE LA 
VICTIMA, razón por la cual no obra alguna otra prueba  pertinente o conducente que respalde las 
afirmaciones de los demandantes y que permitan asignar la responsabilidad del accidente a la 
Policía Nacional. 
 
Así mismo se observa que el vehículo oficial esto es el identificado tipo tanqueta bajo el numero 
1711226, tenía toda la documentación vigente, el conductor tenía licencia de conducción y era 
idóneo en la conducción. 
 
Antes de continuar con análisis del caso en concreto valga manifestar que la responsabilidad 
extracontractual del Estado tiene su fundamento normativo superior en el artículo 90 de la 
Constitución Nacional, que dispone: 
 

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”.    

 
Por otra parte, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo ha manifestado que el título de 
imputación aplicable en tratándose de responsabilidad por la conducción de vehículo como actividad 
peligrosa, es de carácter objetivo, por riesgo excepcional.   
 
En el mismo orden, a través de su jurisprudencia el Honorable Consejo de Estado se pronunció así 
respecto del régimen aplicable para el caso de marras: 
 

“Cuando se debate la ocurrencia de un daño proveniente del ejercicio de la actividad 
peligrosa de conducción de vehículos automotores de propiedad de Estado o al servicio de 
éste, ha entendido la sala que el régimen aplicable es el de responsabilidad objetiva en 
aplicación de la teoría del riesgo excepcional, porque el factor de imputación es el riesgo y 
anormal al que el Estado expone a los administrados. En virtud de ese título de imputación 
objetivo. El demandante tiene la obligación de probar el daño y el nexo causal entre éste y la 
acción u omisión de la Administración para que se pueda deducir su responsabilidad 
patrimonial, sin entrar a analizar la licitud de la conducta del Estado, que resulta en este caso 
irrelevante. A su vez, la administración, parta excluir su responsabilidad deberá acreditar la 
presencia de una causa extraña como: El hecho exclusivo de la víctima, fuerza mayor o caso 
fortuito, el hecho exclusivo y determinante de un tercero”   

 
Es decir, que para determinar responsabilidad, es necesario probarla, no es suficiente la sola 
manifestación y de acuerdo a la norma aplicable al asunto la carga probatoria está en cabeza de la 
parte demandante.  
 
En ese sentido y de acuerdo al material probatorio aportado por la parte demandante no logra probar 
la responsabilidad de la Policía Nacional en este lamentable hecho, ni que la causa del trágico 
accidente haya sido por imprudencia, negligencia o falta de impericia del conductor de la Policía 
Nacional, porque se trata de unos hechos en el marco de una actividad peligrosa, en la cual del 
material probatorio se observa que la CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA teniendo en cuenta la 
causal plasmada en el informe de tránsito. 
 
Frente al nexo causal entre la falla y el daño. Se puede evidenciar, que se pierde el nexo causal, 
teniendo en cuenta que el hecho generador del daño no fue el accidente de tránsito, sino una 
complicación medica posterior y presuntamente pudo ser en la atención del paciente en el Hospital 
situación que requirió una intervención quirúrgica que le realizaron por la fractura inicial. 
 

 CARGA DE LA PRUEBA EN LAS ACTIVIDADES PELIGROSAS. 
 
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que la responsabilidad de quien 
causa el daño se presume, y si el causante del daño desea librarse de responsabilidad es a él que 
le asiste la carga probatoria, es decir, que él debe probar las situaciones que lo eximen de 
responsabilidad, tales como: 
 
- Culpa exclusiva de la víctima. 
- Fuerza mayor o caso fortuito. 
- O la intervención de un elemento extraño, según lo dicho por la jurisprudencia. 
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La Corte Suprema de justicia sala de casación civil en sentencia de 25 de octubre de 1999 
expediente 5012, se ha referido al tema de la segunda manera: 
 

«A la víctima le basta demostrar los hechos que determinan el ejercicio de una actividad 
peligrosa y el perjuicio sufrido y será el demandado quien deba comprobar que el accidente 
ocurrió por la imprudencia exclusiva de la víctima, por la intervención de un elemento extraño, 
o por fuerza mayor o caso fortuito ya que el ejercicio de una actividad peligrosa, por su 
naturaleza, se lleva envuelto el de culpa en caso de accidente.» 

 
Si nos encontramos dentro de un régimen subjetivo de responsabilidad, el demandado tiene la 
posibilidad de exonerarse probando ausencia de falla, la inexistencia del nexo causal o probando la 
causa extraña. Por el contrario, si nos encontramos en presencia de un régimen de responsabilidad 
objetiva, el demandado el demando sólo se puede exonerar probando ausencia de nexo causal o 
probando o probando la existencia de una causa extraña.   
 
Así mismo, no se evidencia la existencia de un fallo contravencional donde existiera una valoración 
de material probatorio recopilado en el proceso y una resolución motivada sobre una posible 
responsabilidad del conductor de la institución policial, esto es no se aportpo investigación 
disciplinaria, ni fallo proferido por la Justicia Penal Militar.  
 
De otro lado, cuando se responde por actividades peligrosas, se responde por responsabilidad civil 
extracontractual; se entiende por responsabilidad extracontractual aquella que nace por un hecho 
que genera un daño a alguien. Según lo establecido en el artículo 2356 del código civil, se responde 
si con ello se causa daño o perjuicio a terceros. 
 
El Consejo de Estado sala de lo contencioso administrativo, sección tercera, sentencia de 
septiembre 13 de 2001, expediente 12487 definió las actividades peligrosas de la siguiente manera: 
 

«Una actividad es peligrosa cuando rompe el equilibrio existente, colocando a las personas 
ante el peligro inminente de recibir lesión en su persona o en sus bienes. La inminencia de 
un peligro que aborda la capacidad de prevención o resistencia común de los seres humanos, 
son las características determinantes para definir las actividades peligrosas. 
 
No debe perderse de vista que el peligro es un concepto indeterminado y, por lo tanto, solo 
puede ser establecido por el juez en atención a las circunstancias particulares del caso 
concreto, responsabilidad en que se puede incurrir por parte de la administración con ocasión 
de la conducción de vehículos y de los accidentes por ellos causados.» 

 
 

 FALLA DEL SERVICIO: 
 
Con relación a la falla del servicio, le corresponde a la parte activa demostrarlo, porque si bien es 
cierto que el Estado con fundamento en el artículo 2° de la Constitución Política, se encuentra 
obligado a garantizar la integridad y la vida de los coasociados; sin embargo, tal obligación encuentra 
limitantes conforme con las medidas de protección y contingencia exigidas en un margen de 
parámetros normales, lo cual significa que no por lo expuesto, el Estado se convierte en asegurador 
absoluto dentro del territorio nacional, ni sus obligaciones se convierten en absolutas, dado que se 
presentan circunstancia o eventos especiales, en los cuales sus miembros activos e incluso 
particulares, deben hacer frente y evitar, lo cual no sucedió en el presente caso, dado que los 
accionantes omitieron sus obligaciones y deberes, lo cual genero el accidente de tránsito que ahora 
pretenden hacer responsable a la Policía Nacional, sin que ello configure una falla del servicio como 
se pretende. 
 
Para el Mando Institucional de la Policía Nacional de Colombia, nunca será redundante reiterar sobre 
los factores que en el servicio policial inciden, en lo referente a la defensa y el respeto a los derechos 
fundamentales, por ser temática inherente e inescindible de lo policial, por lo que para poder  
responsabilizar a una entidad pública por una falla en el servicio, se requiere la presencia de tres (3) 
elementos reiterados por la jurisprudencia así: 
 

1. El hecho.  Causado por un funcionario en ejercicio de sus labores o con algún tipo de 
dependencia con el servicio. 
 



7 

2. El daño.  Infringido a una o varias personas; el cual debe ser cierto, determinado, 
concreto. 
 
3. El nexo causal.   Entendido como la unión - vinculante  existente entre los dos 
elementos, de tal manera que el uno sea la consecuencia del otro y que no medie entre las 
circunstancias especiales que excluyan la relación causal. 

 
Según lo anterior, es menester determinar a lo largo del acápite probatorio que se acopie en el 
proceso, si el daño en definitiva tuvo relación alguna con la prestación del servicio de Policía, ya que 
de la demostración de estos tres (3) elementos, depende el que las pretensiones de la parte actora 
puedan prosperar, porque ninguna de las partes intervinientes en un proceso de conocimiento de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, la ley exonera de la obligación de probar de acuerdo a lo 
preceptuado en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil concordante con el 167 del Código 
General del Proceso, ya que para que se configure esta causal deben observarse los siguientes 
requisitos: 
 
 

1. Que exista una relación de causalidad entre el hecho de la víctima y el daño. 
 
2. Que el hecho de la víctima sea extraño y no imputable al ofensor y 
 
3. Que el hecho de la víctima sea ilícito y culpable. 

 
Ahora bien, en relación con los hechos que intervienen en la producción del daño, el Consejo de 
Estado ha precisado que estos pueden ser materiales o jurídicos, entendidos como:  
  

“…LOS MATERIALES. Corresponden a los que físicamente se perciben en el 
desenvolvimiento de los hechos; son causas inmediatas del hecho y físicamente 
concretan el daño; en cambio LOS JURÍDICOS. Son la fuente normativa de los deberes 
y obligaciones en los cuales se sustentan el derecho de reclamación, la declaratoria de 
responsabilidad y la indemnización de perjuicios…” (Sentencia del 27 de noviembre de 
2003, expediente 14571). 

 
 
Al respecto, así se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en fallo del 14 de febrero de 
1994 - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo Consejera ponente Dra. CONSUELO SARRIA, 
al expresar: 
 

“Los hechos son  causa pretendi de la demanda, en cuanto configuren la causa jurídica en 
que se fundamenta el derecho objeto de las pretensiones por eso desde el punto de vista 
procesal, su afirmación constituye un acto jurídico que tiene la trascendencia y alcance de 
definir los términos de la controversia y por lo tanto el alcance de la Sentencia, y debe ser 
objeto del debate durante el proceso, “para que si al final se encuentran debidamente 
probados puedan prosperar las peticiones de la demanda”, ya que al respecto de ellos 
pueden pronunciarse el juzgador en perfecta congruencia”. (Las negrillas son nuestras). 

 
Asimismo, la Alta Corporación citada, en jurisprudencia vigente relacionada con la responsabilidad 
extracontractual del Estado, se ha pronunciado en torno a la imputabilidad del daño señalando: 
 

“De allí que el elemento indispensable- aunque no siempre suficiente – para la imputación, 
es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este 
sea efecto del primero. Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la C.P. 
en cuanto exige – en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del estado -, que los 
daños antijurídicos sean “causados por la acción u omisión de las autoridades públicas”, 
está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad patrimonial del Estado tanto fáctica como 
jurídica”. (Sentencia del 21 de octubre de 1999, sección 3ª expediente 10948-11643 Dr. 
Alier E. Hernández). 

 
De este pronunciamiento es claro, que la imputabilidad del daño debe demostrarse desde la 
fundamentación fáctica como jurídica, que permita al juzgador administrativo generar la certeza de 
que el daño fue producto de una acción u omisión del Estado, de modo que el perjuicio sea efecto 
de tal acción, es decir, que exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad. 
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Se reitera que en este estado procesal, no existen elementos probatorios que ofrezcan plena certeza 
respecto a que hubo falla en el servicio por parte de mi defendida, como tampoco se establece que 
los hechos o actos determinantes que condujeron la muerte del señor DYLAN FABRIANY 
BARSBOSA LEÓN, hubiese sido por culpa de mi defendida, o por omisión en sus funciones 
constitucionales.  
 
En este tenor, para que la acción resarcitoria prospere, es preciso que los actores prueben 
debidamente los elementos constitutivos de la responsabilidad extracontractual del Estado 
enunciados anteriormente, los cuales no han sido demostrados. 
 
 

V. EXCEPCIONES 
 
 
1. HECHO DETERMINANTE Y EXCLUSIVO DE LA VICTIMA 
 
Corolario a lo anterior, es imposible pretender responsabilizar a LA NACION COLOMBIANA -
MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL, por este hecho materia de esta Litis, daño que 
sin lugar a dudas, provino del HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE LA VICTIMA, por 
considerar que el daño o la causa del accidente es atribuible al señor DYLAN FABRIANY 
BARSBOSA LEÓN, de conformidad con la hipótesis plasmada en el informe de Accidente de 
tránsito No. A001298648, al no tener las precauciones suficientes y el control al conducir la 
motocicleta. 
 
Por lo anterior mal haría la Nación, en responder por circunstancias que no podría llegar a controlar, 
más aún cuando el CONSEJO DE ESTADO en la  SECCION TERCERA de la SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en Sentencia de diez (10 ) de marzo de dos mil cinco (2005), 
cuya Consejera ponente fue la Doctora  RUTH STELLA CORREA PALACIO, en el expediente de 
Radicado Número 25000-23-26-000-1991-07615-01(16231) en la que fungía como actor: JOSE 
VICENTE VILLATE CORREDOR Y OTROS- GRACIELA SERRANO GIL Y OTRO –ACUMULADO 
y como demandado la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL Y 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE AERONAUTICA CIVIL. 
 
Es cierto que el fin principal del Estado es procurar el bien común y para lograrlo se deben cumplir 
con mandatos constitucionales y legales como el de velar por la vida, honra y bienes de los 
ciudadanos, pero estos no pueden ser ilimitados hasta el punto de evitarle a la comunidad y a los 
propios funcionarios de la institución las mínimas posibilidades de riesgo, y menos cuando estas 
situaciones son imprevisibles como en el asunto de autos. 
 
También el CONSEJO DE ESTADO ha dado una pauta jurisprudencial cuando fijó en la sentencia 
del 18 de diciembre de 1997, con ponencia del Doctor JESÚS MARÍA CARRILLO BALLESTEROS, 
en el expediente de radicado 12.942, cuyo actor fue la Señora MIRNA LUZ CATALÁN BARILIO, en 
la cual señaló: 
 

"(…) En efecto en el plenario no obra ningún medio de prueba que lleve a la convicción que 
los estamentos de seguridad del Estado fallaron a sus deberes constitucionales y que ello 
dio entrada a la responsabilidad de la administración.  
 
Es verdad que a la luz de lo dispuesto en la Constitución la fuerza pública está instituida para 
salvaguardar las condiciones necesarias del ejercicio de libertades públicas y para asegurar 
la convivencia pacífica de los colombianos. Sin embargo, este deber constitucional no reviste 
un carácter absoluto, porque si bien es incuestionable que la Policía Nacional debe velar por 
la seguridad de los ciudadanos, esta obligación debe cumplirse de acuerdo a los medios a 
su alcance, ya que resultaría prácticamente imposible de que dispusiera de un policía para 
cada ciudadano colombiano (…)”.  

 
Según la jurisprudencia anotada, tal y como se ha indicado, en el plenario no obra ningún medio de 
prueba que lleve a la convicción que algún miembro de la Policía Nacional falló a sus deberes 
constitucionales y que ello dio entrada a la responsabilidad de la administración, por lo tanto, la 
presunta falla del servicio, se rompe por  hecho determinante de la propia víctima  que con su actuar 
imprudente fue la raíz determinante de su propia lesión. 
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Este es otro de los casos, señor Juez en donde considero ya estamos llegando al extremo de 
pretender que el Estado responda por todas las actuaciones irresponsables de sus ciudadanos, 
queriendo que la Administración Pública se convierta en garante de los daños sufridos por los 
particulares, inclusive con su propia irresponsabilidad, así no tenga la Policía Nacional, ningún tipo 
de responsabilidad en la ocurrencia de los mismos. 
 
Por todos los argumentos de defensa arriba expuestos y teniendo en cuenta el material probatorio 
allegado al proceso hasta el momento, no se ha allegado prueba alguna que permita evidenciar la 
existencia de una relación de causalidad entre el daño y la actuación o el riesgo creado por la 
administración, pues evidentemente la actuación del señor DYLAN FABRIANY BARSBOSA LEÓN 
(q.e.p.d), fue ocasionada desde su aspecto volitivo, consciente e irresponsable a causa del 
accidente.  
 
En consideración con lo antes mencionado, se tiene que, se han establecido los requisitos de la 
causal de ausencia de responsabilidad como es LA CULPA DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA, 
rompiéndose así, por completo, el nexo de causalidad, presentándose entonces la ausencia de 
pruebas que determinen la responsabilidad extracontractual del Estado – Ministerio de Defensa - 
Policía Nacional.  
 
Al respecto el Honorable Consejo de Estado, ha precisado que al igual que las otras eximentes de 
responsabilidad, tres (3) son los elementos determinantes para que se configure la culpa de la 
víctima como eximente de responsabilidad estatal: 1. Irresistibilidad; 2. Imprevisibilidad; 3. 
Exterioridad respecto del demandado, y para el caso concreto se configuran de la siguiente manera: 
 

- IRRESISTIBILIDAD: En términos generales, la irresistibilidad hace referencia a que el daño 
debe ser inevitable para que pueda sostenerse la ocurrencia de una causa extraña, toda vez 
que si bien se debe llegar a evitar o impedir los efectos dañinos del fenómeno, toda vez que 
en todo caso la imposibilidad de ejecución debe interpretarse de una manera humana y 
teniendo en cuenta todas las circunstancias: basta que la imposibilidad sea normalmente 
insuperable teniendo en cuenta las condiciones de vida. 

 
- IMPREVISIBILIDAD: Hace referencia a la condición imprevista del caso en concreto con lo 

cual resulta indispensable que se trate de un ̈ acontecimiento súbito, sorpresivo, excepcional, 
de rara ocurrencia¨. En este sentido, el Consejo de Estado ha sostenido que ¨resulta mucho 
más razonable entender por imprevisible aquello que, pese a que pueda haber sido 
imaginado con anticipación, resulta súbito o repentino o aquello que no obstante la diligencia 
y cuidado que se tuvo para evitarlo de todas maneras acaeció, con independencia de que 
hubiese sido mentalmente figurado, o no, previamente a su ocurrencia¨. 

 
- EXTERIORIDAD DE LA CAUSA EXTRAÑA: Respecto del demandado ¨se concreta en que 

el acontecimiento y circunstancia que se invoca como causa extraña debe resultarle ajeno 
jurídicamente, pues más allá de sostener que la causa extraña no debe imputarse a la culpa 
del agente (…) la exterioridad que se exige de la causa del daño para que pueda ser 
considerada extraña a la entidad demandada es una exterioridad jurídica, en el sentido que 
ha de tratarse de un suceso o acontecimiento por el cual no tenga el deber jurídico de 
responder la accionada. 

 
2. CARENCIA PROBATORIA PARA DEMOSTRAR EL PRESUNTO DAÑO: 

 
Sobre la carga de la prueba, recordemos que quien alega un hecho debe probarlo y así lo prevé el 
artículo 167:  
 

ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de 
hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

… 

Al respecto, el Consejo de Estado, ha indicado: 
 

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le indica a las 
partes, la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las 
pretensiones o a la defensa, resulten probados; en este sentido, en relación con los intereses 
de la demandante, debe anotarse que quien presenta el libelo demandatorio sabe de 
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antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, 
conoce de la necesidad de que así sea, más aún tratándose del sustento mismo de la 
demanda y de los derechos que solicita sean reconocidos. 3 

 
Se concluye entonces, que si se alega la ocurrencia de un hecho, quien hace ese ejercicio de 
enunciación que insinúa a fin de que se le aplique el derecho, debe probar o llevar ante el juez los 
medios necesarios y pertinentes a fin de que se determine su utilidad en la sentencia, o en términos 
del artículo referido, debe demostrar los hechos concretos que se ajustan al supuesto general de la 
norma cuya aplicación se está solicitando.  
 
Para el presente caso, existe una clara ausencia probatoria para demostrar los presuntos hechos 
que en voces de los demandantes, les ocasionaron daños y perjuicios del orden material y moral, 
en razón a la muerte de su presunto; sin embargo, no se acredita por lo menos sumariamente 
ninguno de los pedimentos escritos en la demanda, ya que no se allegó fallo penal o disciplinario 
ejecutoriado donde se haya responsabilizado a algún efectivo policial, y demás documentales por 
medio de las cuales se demuestren los hechos narrados. 
 
Es de anotar, que como se ha señalado, los hechos que se relacionan en la presente demanda son 
aún materia de investigación. 
 

 
1. IMPROCEDENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO: 

 
De acuerdo con el CONCEPTO No. 0001/2012 de la Procuraduría General de la Nación, en 
concordancia con lo expuesto en varias oportunidades por el Consejo de Estado, se afirma lo 
siguiente: 
 

“La responsabilidad en materia contractual del Estado, encuentra su sustento en el artículo 
90 de la Constitución Política. 
 
Frente al tema, para que proceda la declaratoria de responsabilidad estatal, el Consejo de 
Estado, varias décadas atrás, ha señalado que se den los siguientes presupuestos: 
 
“a) Una falta o falla del servicio o de la administración, por omisión, retardo irregularidad, 
ineficiencia o ausencia del servicio. La falta de que se trata no es la del agente 
administrativo, sino la del servicio o anónima a la administración. 
 
b) Lo anterior implica que la administración ha actuado o dejado de actuar, por lo que se 
excluye los actos del agente, ajenos al servicio, ejecutados como simple ciudadano. 
 
c) Un daño que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el derecho bien 
sea civil, administrativo, etc. Con características generales predicadas en el derecho 
privado para el daño indemnizable, como de que sea cierto, determinado o determinable, 
etc. 
 
d) Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño, sin la cual, 
aún demostradas la falta o falla del servicio, no habrá lugar a la indemnización…” 

 
De acuerdo a los presupuestos expuestos por el Consejo de Estado aceptados por la Procuraduría 
General de la Nación, encontramos que en el caso concreto, a la POLICÍA  NACIONAL, no le asiste 
ninguna FALLA EN EL SERVICIO, ya que como se expuso en puntos anteriores, no existe material 
probatorio que así lo demuestre. 
 

2. DE LA CARGA PÚBLICA: 
 
De otro lado, los demandantes deben probar que tanto el accidente, fueron producto del los patrullero 
que conducía el vehículo involucrado en el accidente que nos ocupa, tal y como se expuso y sustentó 
en precedencia, para así entrar a demostrar el nexo causal entre el hecho generador y el daño 

 
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, SUBSECCION C, Consejero 

ponente: ENRIQUE GIL BOTERO, Bogotá D.C., mayo nueve (9) de dos mil once (2011), Radicación número: 05001-23-26-000-1994-
02376-01(18048) 
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ocasionado y la supuesta responsabilidad de la entidad demandada, para poder hablar de una 
FALLA EN EL SERVICIO. 
 
 

 
VIII. PERSONERIA 

 
Solicito a la señora Juez, por favor se sirva reconocerme personería de acuerdo al poder otorgado 
por el señor Secretario General de la Policía Nacional. 
 

IX. ANEXOS 
 
Me permito allegar el poder legalmente conferido por el Secretario General de la Policía Nacional y 
sus anexos. 
 

X. NOTIFICACIONES 
 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN Bogotá DC., Dirección General de la Policía Nacional, 
correo: decun.notificacion@policia.gov.co., maria.bernateg@correo.policia.gov.co  
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIÉRREZ 
CC. 1.075.213.373  
T.P. 192. 012 del C.S.J 
 
Carrera 59 No. 26 - 21 CAN,  Bogotá DC 
Dirección General de la Policía Nacional  
decun.notiicacion@policia.gov.co y 

 
No. GP135- 5 No. SA-CER 276952 No. CO – SC6545-5No. SC6545-5
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